La nueva Ley de Fundaciones de la Comunidad de Madrid by Feliu Rey, Manuel Ignacio
Expansiím s,\IJ,\Oü4 UE AHlULIJE 1998 
LIBRE MERCADO 
FIRMASENEXPANSION /39 
La nueva Ley de Fundaciones 
de la Comunidad de Madrid 
A A pesar de que la Ley madrileña siga el patrón de la Ley Estatal, tanto 
en el contenido como en la sis­
temática, lo cierto es que pre­
senta algunas diferencias -ora 
su.slancialcs, ora de meros mati­
ces- con la Ley 30/1994, de 24 
de noviembre de Fundaciones y 
de Incentivos Fiscales a la Par­
ticipación Privada en Activida­
des de Interés General (1301!.' 
número 282, de 25 de noviembre 
de 1994). 
Entre las diferencias más 
notorias que resultan de una 
primera lectura, cabe scüalar: 
a) La ampliación del ámbito 
restrictivo por lo que a sujetos 
destinatarios de las prestacio­
nes de la fundación se refiere. 
En efecto, mientras que el 
tenor lileral de la Ley de 1994 
establece tal límite "a los cón­
yuges o parientes del fundador 
hasta el cuarto grado inclusive" 
(artículo 2,4.0), la Ley madrile­
üa amplía dicha prohibición "a 
quienes guarden idénticos lazos 
familiares o de parentesco con 
los patronos, directivos y admi­
nistradores de las mismas" (ar­
tículo 3,2. 0 Ley de Madrid), 
razón que obedece a evitar aún 
más "la finalidad de beneficio 
familiar de las fundaciones en 
coherencia con el fin de interés 
general que las mismas deben 
perseguir". 
J<'undación familiar 
La Ley madrileña contempla 
una realidad colidiana, cual es 
que los órganos de control y 
directivos de las fundaciones se 
encuentran ocupados por fami­
liares del fundador, o por per­
sonas de confianza que 
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El día 5 de marzo aparecía publicada en el Boletín 
Oficial de la Asamblea de Madrid-que no en el 
Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid- el texto 
definitivo de la Ley de Fundaciones de la 
Comunidad de Madrid. Sin embargo, dicha ley 
no entrará en vigor sino a los treinta días de 
la publicación en el BOCM. 
Edificio de la Fundación Marc:h 
realiza respecto al protectorado 
-que en defecto de intervención 
del patronato debe actuar- ni en 
el precepto relativo a la modi­
ficación (artículo 24) ni en el 
artículo que contempla las fun­
ciones del protectorado (art. 
28), estableciendo una remisión 
en este último precepto a la 
legislación estatal. 
Igualmente sorprende que el 
regular la liquidación de la fun­
dación (artículo 27 de la Ley 
madrileña) disponga con carác­
ter general que "a los bienes y 
derechos resultantes de la liqui­
dación de una fundación extin­
guida se les dará el destino pre­
visto por el fundador". 
Y sólo en defecto de previsión 
del fundador, el patronato deci­
dirá el destino si tuviere facul­
tad para ello, y en caso de no 
tenerla, la decisión recae en el 
protectorado. El mismo artículo 
establece, además, que en defec­
to de previsión por el fundador, 
los bienes y derechos se desti­
narán a fundaciones o entidades 
no lucrativas (públicas o priva­
das) que desarrollen su activi­
dad en la Comunidad d e  
Madrid. 
Si bien la Ley 30/1994 con­
templa la posibilidad de que el 
fundador especifique el destino 
de los bienes y derechos, tal 
destino queda limitado por las 
coordinadas de tratarse de enti­
dades no lucrativas y que per­
sigan fines de interés general. 
Disposición ,·cg.-csiva 
La Ley de Fundaciones de 
Madrid no establece expresa­
mente dicha limitación, sino 
que deja un margen de libertad 
tal en la decisión del 
pueden actuar a este 
respecto como personas 
interpuestas de carácter 
fiduciario. 
Con la ampliación de 
esta prohibición se pro-
• • Si bien la Ley 30/ 1994 contempla a posibi idad
dequee funclaclorespecifiquee clestinocle os 
bienes y clerechosr ta destino queda imitado por las 
fundador respecto al 
destino de los bienes y 
derechos resultantes de 
la liquidación que, en 
una interpretación lite­
ral, posibilitaría esta­
blecer vinculaciones de 
dichos bienes, es decir. 
duce un menor riesgo 
de vinculación familiar 
(en los beneficios) con la fun­
dación. 
b) Una segunda novedad
introducida en la Ley matriten­
se viene referida en materia de 
disposición de los bienes de las 
fundaciones, "optando -según 
la Exposición de Motivos- por 
un régimen flexible consistente 
en la mera comunicación al pro­
tectorado de tales negocios para 
su control a pusteriuri en lugar 
del control ex ante por el pro­
tectorado a través de la exigen­
cia de autorización previa". 
Sigue, pues, el modelo más 
permisivo de la Ley Vasca, que 
solamente exige "dar cuenta 
inmediatamente al protectora­
do", alejándose el criterio más 
restrictivo en la gestión y admi­
nistración patrimonial de la 
fundación, cual es la de Cana­
rias, que va más allá de la Ley 
estatal (la autorización se pre-
coordinadas de las de entidaclesno ucrativas 
y que persigan fines de interés genera , , 
cisa para disposición superior al 
veinte por ciento del activo de 
la fundación que resulte del 
último balance anual) al exigir 
autorización para todo acto de 
gravamen o de administración. 
c) No deja de mostrar algu­
nas diferencias -sustanciales­
la redacción del título destinado 
a la regulación de la "modifi­
cación, fusión y extención de las 
fundaciones". Concretamente 
se observan algunas emisiones 
al regular la modificación (ar­
tículo 24), y por lo que respecta 
a la liquidación (artículo 27), 
sorprende el destino de los bie­
nes y derechos resultantes de la 
liquidación. 
Modificaciones 
En efecto. Por lo que hace a 
la modificación, sorprende que 
se obvie toda referencia al "de­
ber de llevar a cabo la modifi-
cación" que incumbe al patro­
nato, y en caso de incumpli­
miento, podrá acordar la modi­
ficación precisa el protectorado. 
La Ley 30/1994 establece tal 
deber cuando las circunstancias 
que presidieron la constitución 
de la fundación han variado de 
menera que dicha fundación no 
puede actuar satisfactoriamen­
te, de acuerdo con sus estatutos. 
Esto es, parece que la Ley de 
Madrid olvida -al obviar toda 
referencia expresa- que la 
modificación estatutaria no 
solamente es manifestación de 
la voluntad del fundador, sino 
instrumento para mantener el 
funcionamiento eficaz de la 
fundación, sirviendo a la propia 
subsistencia de la entidad con 
personalidad y herramienta uti­
lísima para el interés general al 
que sirve la fundación. 
Ninguna mención expresa se 
establecer una reversión de 
tales bienes al patrimonio del 
fundador de sus causahabien­
tes. 
De ahí que dicha disposición 
resulte completamente regresi­
va, al igual que la Ley canaria 
de Fundaciones y de determi­
nada norma foral Navarra. 
siguiendo el criterio que en 
materia de fundadiones inspi­
rara el legislador del siglo 
XVlll. 
Surge, pues, un grave proble­
ma de interpretación: ldebe 
mantenerse el límite que la Ley 
estatal establece a la voluntad 
del testador -el interés gene­
ral-, o es posible una interpre­
tación diferente sin la interven­
ción de tal límite? 
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